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 TEMA:  Cualquiera de las partes puede solicitar el amparo de pobreza, 

cuando se halle en incapacidad de atender los gastos del proceso sin 

menoscabo de lo necesario para su propia subsistencia y las de las 

personas a quienes por ley debe alimentos, a menos que pretenda hacer 

valer un derecho litigioso a título oneroso.  La parte que pretenda que se 

niegue o revoque dicha prerrogativa a quien se le haya concedido, debe 

aportar pruebas de que el amparado no se encuentra en tales condiciones o 

que de haberlo estado ya fueron superadas.  El solo hecho de ser titular del 

derecho de dominio, no genera indefectiblemente la capacidad para 

asumir los gastos de un proceso.  CONCEDE AMPARO. 

 

 

 

Procede esta Corporación a pronunciarse frente a la solicitud de 

concesión de amparo de pobreza elevado por la señora MARÍA 

CLARA PIEDRAHITA GUTIÉRREZ, quien actúa como demandante 

dentro del asunto de la referencia; así como frente a la suficiencia de lo 

expuesto por el recurrente al formular la apelación, en cuanto a la carga 
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de sustentar dicho recurso, en los siguientes términos: 

 

 

1.0.   A N T E C E D E N T E S. 

 

 

Mediante escrito remitido el cuatro de octubre de los corrientes, la 

demandante, con coadyuvancia de su apoderado judicial, solicitó 

amparo de pobreza, afirmando encontrarse en las circunstancias 

descritas en el artículo 151 del Código General del Proceso. 

 

Por su parte, y antes de emitirse pronunciamiento al respecto el vocero 

judicial de la sociedad demandada, expuso ante el Despacho que 

consultada la página web de la SUPERINTENDENCIA DE 

NOTARIADO Y REGISTRO, se había advertido que la señora 

PIEDRAHÍTA GUTIÉRREZ, figuraba como propietaria de seis bienes 

inmuebles y que en la Base de Datos Única de Afiliados al Sistema de 

Seguridad Social en Salud, se encontraba afiliada a la EPS 

SURAMERICANA S.A. como cotizante, para que se considerara dicha 

situación al momento de resolverse la solicitud de amparo invocada por 

dicha demandante. 

 

En atención a lo anterior y conforme lo contemplado en el artículo 158 

del Código General del Proceso, por auto del 30 de noviembre de 2021, 

se corrió traslado a la parte demandante de lo manifestado por la 

sociedad demanda frente a su capacidad económica, por el término de 

tres (3) días, para que se pronunciara al respecto.  

 

Dentro de dicho término, la actora manifestó que los bienes inmuebles 
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ubicados en la Calle 3 sur # 81A-04, interior 2410 y 4141, con 

matrículas 001-1078823 y 001-1078658, respectivamente, eran objeto 

de la presente demanda; y que los ubicados en la Cra. 75 DA # 2B sur -

35, interior 0406 (F.M.I. 001-840889), interior 99107 (F.M.I. 001-

840714), interior 99033- Parqueadero (F.M.I. 001-505411) e interior 

99033 – Apartamento (F.M.I. 001-505322), no eran de su propiedad, 

que figuraba como beneficiaria de un fideicomiso civil constituido 

mediante la escritura No. 2422 del 30-12-2016 NOTARIA NOVENA 

de MEDELLIN, por el titular del derecho de dominio, señor OSCAR 

DARÍO GUTIÉRREZ PALACIO.  Para tal efecto, aportó el certificado 

de tradición y libertad de los inmuebles 001-1078823, 001-840889 y 

001-505322 (11Anexo1Memorial, 13Anexo3Memorial, 

16Anexo6Memorial), así como los impuestos prediales de los demás 

bienes (12Anexo2Memorial, 14Anexo4Memorial, 

15Anexo5Memorial). 

 

Además, precisó que actualmente se encontraba cesante y que la 

vinculación que aún figuraba con la EPS se debía a la “protección 

laboral”, lo que se verificaba en la certificación expedida por SURA y 

que igualmente se anudó (17Anexo7Memorial). 

 

De otro lado, en escrito remitido el 12 de enero de los corrientes, el 

togado que asiste los intereses de la sociedad demandada, solicitó que 

esta Corporación se pronunciara frente a la suficiencia de lo esbozado 

por el apelante sobre la inconformidad respecto de la sentencia de 

primera instancia, por cuanto no se había recibido correo que diera 

cuenta sobre el cumplimiento de la carga de la sustentación al tenor de 

lo establecido en el artículo 14 del Decreto 806 de 2020, ni se 

evidenciaba en el sistema de gestión de la rama judicial memorial en 
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ese sentido. 

 

No obstante, la parte resistente procedió a pronunciarse frente a las 

inconformidades esbozadas por la actora frente a la decisión de primer 

grado. 

 

 

2.0.  C O N S I D E R A C I O N E S.  

 

 

2.1.  DEL AMPARO DE POBREZA. 

 

 

La figura del amparo de pobreza se encuentra regulada en el artículo 2º 

de la Ley Estatutaria de Administración de Justicia y en los artículos 

151 a 158 del Código General del Proceso. 

  

Este es concedido a la persona que no se halle en capacidad de atender 

los gastos del proceso, sin menoscabo de lo necesario para su propia 

subsistencia y la de las personas a quienes por ley debe alimentos, salvo 

que pretenda hacer valer un derecho litigioso a título oneroso. 

 

En lo que concierne a los efectos, el amparado no está obligado a 

prestar cauciones procesales ni a pagar expensas, honorarios de 

auxiliares de la justicia u otros gastos de la actuación, y no será 

condenado en costas. En la providencia que se conceda el amparo, el 

juez debe designar el apoderado que represente en el proceso al 

amparado, en la forma prevista para los curadores ad lítem, salvo que 

aquel lo haya designado por su cuenta. 
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A petición de parte, el amparo por pobre puede declararse terminado en 

cualquier estado del proceso, claro está, si han cesado los motivos que 

se tuvieron en cuenta para su concesión, no obstante, en caso de que no 

prospere la solicitud, el peticionario y apoderado serán sancionados con 

multa de un salario mínimo mensual (Art. 158).   

 

En el caso sub júdice, la demandante, haciendo uso de dicha facultad, 

solicitó en esta instancia le fuera concedido amparo de pobreza 

aduciendo que no contaba con la capacidad para asumir los gastos del 

proceso, sin menoscabar lo necesario para su subsistencia. 

 

Ante dicha petición la parte demandante, puso en conocimiento del 

Despacho la vinculación al sistema general de salud de la señora 

PIEDRAHITA GUTIÉRREZ, como cotizante, así como los bienes 

inmuebles que eran de su propiedad; sin embargo, dentro del traslado 

que de estas manifestaciones se dio a aquélla, se aclaró que dicha 

vinculación se derivaba de la protección laboral, pero que actualmente se 

encontraba cesante y que solo dos de los bienes enunciados eran de su 

propiedad y que estaban involucrados en el presente asunto, que en los 

demás inmuebles figuraba como beneficiaria de un fideicomiso civil. 

 

Así las cosas, habiéndose manifestado por la actora encontrarse cesante y 

sin capacidad para asumir los gastos del proceso, bajo la gravedad del 

juramento, debe atenderse su solicitud, pues corresponde a la parte 

contraria desvirtuar tal circunstancia, lo que no logró con las pruebas 

adunadas; máxime cuando, ser titular de dominio de bienes raíces, no 

puede ser obstáculo para acceder al amparo por pobre, puesto que ello no 

implica que, necesariamente tenga los recursos para sufragar los gastos 
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procesales “sin menoscabo de los necesario para su propia 

subsistencia”, que es el supuesto contemplado por la norma para su 

procedencia. 

 

Es más, ni siquiera se acreditó que la demandante fuera propietaria de 

todos los bienes enlistados, pues conforme al certificado de tradición y 

libertad que respecto de uno de ellos se arrimó, pudo evidenciarse que la 

misma figura como beneficiaria en fideicomiso civil, figura que no le 

permite la disposición sobre los mismos. 

 

En consecuencia, se CONCEDERÁ el amparo de pobreza a la señora 

MARÍA CLARA PIEDRAHITA GUTIÉRREZ, con los efectos que ello 

conlleva, sin que en cualquier momento procesal pueda declararse 

terminado, de acreditarse que han cesado los motivos que soportaron su 

concesión. 

 

 

2.2. DE LA SUSTENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN. 

 

 

En escrito remitido por la parte demandada el 12 de enero de los 

corrientes, se solicita que sea verificado el cumplimiento de la carga 

procesal de sustentar el recurso de apelación por parte de la demandante, 

por no evidenciarse la presentación de escrito alguno dentro del término 

concedido en esta instancia. 

 

Si bien es cierto que la ley procesal civil impone al recurrente la 

obligación de sustentar la apelación de manera oral ante el superior; ante 

la expedición del Decreto 806 de 2020, en razón de la pandemia que se 
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enfrenta a nivel mundial, donde se contempló la posibilidad de emitir las 

sentencias por escrito y no en audiencia como lo contempla el artículo 

327 del Código General del Proceso, debe considerarse que si el 

impugnante sustenta su inconformidad frente al fallo de primera 

instancia ante el a quo, deberá el fallador de segunda instancia considerar 

tales argumentos y proceder a pronunciarse de fondo sobre el recurso 

interpuesto. 

 

En sentencia STC16781-2021 proferida por la Sala Civil de la Corte 

Suprema de Justicia, el siete de diciembre de 2021, dentro de la acción 

de tutela radicada bajo el número 11001-02-03-000-2021-04411-00, 

incoada contra este Tribunal, debido a la declaratoria de deserción del 

recurso de apelación, con ponencia del DR. ÁLVARO FERNANDO 

GARCÍA RESTREPO, se sostuvo:  

 

“4.4. De este modo, cierto es que el cambio de la realidad que 

trajo la emergencia sanitaria conllevó que se abandonara, 

momentáneamente, la necesidad de sustentar oralmente el recurso 

de apelación, para ser suplida por el sistema de antaño, esto es, 

que las inconformidades de los apelantes contra las providencias 

judiciales se formularan por escrito y así proteger bienes tan 

trascendentales como la vida y la salud de los usuarios y 

funcionarios de la justicia. 

 

No obstante, aquí es pertinente hacer claridad en algo, y es que la 

exigencia de exponer de manera oral los reproches frente a los 

pronunciamientos judiciales no ha desaparecido, pues, se reitera, 

las medidas tomadas por el Gobierno Nacional son temporales 

debido a la emergencia sanitaria, además, por motivos de 

salubridad pública, la oralidad actualmente no es indispensable, 

por eso es que, por ahora los recurrentes deben presentar sus 

disensos de manera escrita. 
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4.5. Bajo esa perspectiva, en vigencia del Decreto Legislativo 806 

de 2020, si desde el umbral de la interposición de la alzada el 

recurrente expone de manera completa los reparos por los que está 

en desacuerdo con la providencia judicial, no hay motivo para que 

el superior exija la sustentación de la impugnación, de lo 

contrario, si los reproches realizados apenas son enunciativos, 

desde luego, el juez deberá ordenar el agotamiento de esa 

formalidad, conforme lo previsto en la normatividad señalada. 

 

4.6. Además, es forzoso precisar, en cuanto a la sentencia SC3148-

2021 emitida por esta Corte el 28 de julio de 2021, que esta 

Corporación, en sede de tutela, ya ha explicado que lo allí 

expuesto, en torno a la obligatoriedad de sustentar la alzada ante 

el superior, atañe a lo reglado en el Código General del Proceso, 

empero, no de cara a la legislación actual, expedida con ocasión 

de la Emergencia Sanitaria, al punto, recientemente se advirtió: 

«cabe añadir, que las consideraciones efectuadas por esta Sala en 

el fallo de 28 de julio de 2021 (CSJ SC3148-2021), respecto al 

trámite de la apelación de sentencias, tampoco resultan aplicables 

al sub lite, comoquiera que en dicha providencia se examinaron las 

reglas fijadas en el Código General del Proceso bajo el sistema de 

la oralidad, razón por la cual en ese mismo pronunciamiento se 

precisó que la tesis allí expuesta se sostenía, «sin perjuicio, claro 

está, de la vigencia del artículo 14 del Decreto 806 de 2020, 

mediante el cual se estableció la sustentación escrita de la 

apelación (…), norma no aplicable en este caso» (CSJ STC11797-

2021). Y, en pronunciamiento de 7 de octubre de 2021, sobre el 

mismo tópico, señaló: en lo que respecta a la sentencia SC3148-

2021 proferida por esta Corporación, sobre la cual el a quo 

constitucional fundó su decisión, valga decir que la unificación 

jurisprudencial allí contenida atañe al trámite de apelación bajo 

las reglas del Código General del Proceso donde impera la 

oralidad y no respecto de la legislación adjetiva actual derivada de 



 

 9 

la emergencia sanitaria, pues como en esa oportunidad bien se 

dijo: ‘En tiempo muy próximo, de forma unánime, la Sala reiteró 

su postura en los fallos STC 005, STC 368, STC713, STC 882, STC 

1738, STC 2846, STC 2963 STC 3179 y STC 387 todos del presente 

año (2021), sin perjuicio, claro está, de la vigencia del artículo 14 

del Decreto 806 de 2020, mediante el cual se estableció la 

sustentación escrita de la apelación, modificación adoptada como 

medida de emergencia para ayudar a conjurar la crisis generada 

por la pandemia provocada por el virus covid-19, norma no 

aplicable en este caso’» (CSJ STC13326-2021).” 

 

Posición reiterada el cuatro de febrero de 2022 en la sentencia STC999-

2022. Radicación número 11001-02-03-000-2021-04090-00. M.P. 

OCAVIO AUGUSTO TEJEIRO. 

 

Aplicando los anteriores lineamientos al caso que nos concita, 

encontramos que el apoderado judicial de la demandante al interponer el 

recurso de apelación contra la sentencia anticipada proferida por escrito 

el 10 de septiembre de 2021, no solo formuló los reparos concretos que 

tenía frente a la misma, sino que los desarrolló ampliamente de manera 

que hizo de una vez la sustentación de la alzada (Archivo 49. Cuaderno 

de primera instancia). 

 

Ahora, como los traslados para sustentar el recurso de apelación ante el 

Tribunal, tienen relación directa con el derecho de defensa y 

contradicción de las partes, debe mantenerse la posibilidad de que el 

impugnante amplíe los argumentos expuestos ante el a quo, para que 

luego en su oportunidad, la contraparte los debata. 

 

En el sub examen, al momento de admitirse el recurso de apelación, se 

dijo que se aplicaría el Decreto 820 de 2020, pero no quedó claro el 
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momento a partir del cuál empezaban a correr los términos para sustentar 

y controvertir el recurso de apelación, pues mírese que estaba pendiente 

el pronunciamiento respecto al amparo de pobreza. Ello explica el 

silencio de la parte impugnante y la ausencia de traslado a la sociedad 

demandada, el cual se reclama a través de una solicitud de declaración de 

suficiencia. 

 

De contera que, en firme el presente proveído, empezará a correr el 

término de CINCO (5) DIAS para que MARÍA CLARA PIEDRAHÍTA 

GUTIERREZ, como impugnante, amplíe la sustentación del recurso de 

apelación que efectuó ante el a quo. Vencido éste, por Secretaría se dará 

traslado por el término de CINCO (5) DÍAS del escrito presentado ante 

el Tribunal, porque de los reparos concretos ya milita en el plenario, para 

que la sociedad SOLUCIONES CIVILES S.A., se pronuncie respecto a 

los mismos. 

 

 

3.0.   D E C I S I Ó N 

 

 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior de Medellín, en Sala 

Unitaria de Decisión Civil, 

 

 

R E S U E L V E: 

 

 

PRIMERO: CONCEDER AMPARO DE POBREZA a la 

demandante, señora MARÍA CLARA PIEDRAHÍTA GUTIÉRREZ, con 
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todos los efectos que ello conlleva. 

 

SEGUNDO: CONCEDER el término de CINCO (5) DIAS para que 

MARÍA CLARA PIEDRAHÍTA GUTIERREZ, como impugnante, 

amplíe la sustentación del recurso de apelación que efectuó ante el a quo. 

Vencido éste, por Secretaría se dará traslado por el término de CINCO 

(5) DÍAS del escrito presentado ante el Tribunal, porque de los reparos 

concretos ya milita en el plenario, para que la sociedad SOLUCIONES 

CIVILES S.A., se pronuncie respecto a los mismos. 

 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

La Magistrada, 

 

 

GLORIA PATRICIA MONTOYA ARBELÁEZ 
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